	                                                                                                                                                                                                     República de Colombia
[image: image1.png]



Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 22
        Junio 5 de 2013
 


La omisión del requisito de votación nominal y pública en las plenarias de las cámaras, del informe de objeciones gubernamentales, determinó que la Corte declarara la inconstitucionalidad del proyecto de ley que establecía beneficios tributarios para propietarios o poseedores víctimas del hurto de sus vehículos automotores
	       I. EXPEDIENTE OG-143   -   SENTENCIA  C-328/13   
          M.P. Jorge Iván Palacio Palacio


1.
Norma objetada

Proyecto de ley No. 095 de 2011 Senado y 024 de 2010 Cámara 

Por medio del cual se adoptan medidas de carácter fiscal para propietarios y poseedores de vehículos

 Artículo 1. El propietario de un vehículo hurtado, que no haya cancelado la matrícula del mismo en un periodo de hasta veinticuatro (24) meses a partir del denunció de la comisión del delito del hurto, estará exento del pago de multas e intereses u otros cargos, que genere el impuesto sobre vehículos automotores. La exención se otorga para el periodo o los periodos fiscales siguientes a aquel en que se denunció la comisión del delito del hurto, y siempre que el vehículo no haya sido recuperado dentro de los tres meses siguientes al denuncio respectivo. 

El contribuyente afectado tendrá derecho a acceder a este beneficio sólo si, a la fecha de la ocurrencia del hurto de encuentra a paz y salvo con la administración de impuestos respectiva por concepto de obligaciones e intereses tributarios que graven el vehículo causadas con anterioridad al hurto del mismo. 

Parágrafo 1. El Gobierno Nacional dentro de los tres (3) meses siguientes a la vigencia de esta Ley establecerá los requisitos para acceder a este beneficio. 

Parágrafo 2. En caso que el vehículo sea recuperado por las autoridades correspondientes, el contribuyente reiniciará el cumplimiento de sus obligaciones fiscales en proporción al número de meses que reste del respectivo año fiscal. 

Parágrafo 3. La cancelación de la matrícula será obligatoria en cualquier caso de hurto de vehículo automotor y deberá ser realizada en un plazo máximo de veinticuatro (24) meses a partir del denunció de la comisión del delito del hurto. De no realizarse la cancelación en este lapso, el contribuyente deberá cumplir las obligaciones fiscales de las que sea responsable por causa del vehículo, incluso de aquellas que se hayan causado durante el plazo de los veinticuatro (24) meses de que trata este parágrafo. 

Para la cancelación de la matrícula de un vehículo automotor por hurto se requerirá únicamente los requisitos señalados en el artículo 49 de la Resolución 4775 de 1 de Octubre de 2009, expedida por el Ministerio de Transporte.

Artículo 2°. Las Secretarías de Hacienda de las Entidades Territoriales y el Distrito Capital, promoverán campañas de información y difusión dirigidas a dar a conocer a los contribuyentes de impuestos sobre vehículos automotores, los beneficios que esta Ley les concede en caso de hurto. 

Artículo 3°. Transitorio. Facúltese a los Gobernadores y Alcaldes municipales y distritales para decretar por una única vez un alivio del cien por ciento de las multas, intereses y otros cargos generados por el impuesto sobre vehículos automotores para todos los propietarios o poseedores que acrediten haber sido víctimas del hurto de sus vehículos con anterioridad a la vigencia de la presente ley, y que no hayan cancelado la matrícula del vehículo. 

Artículo 4º El propietario de un vehículo que haya realizado los trámites de cancelación de matrícula, por hurto, destrucción total y/o pérdida definitiva, podrá solicitar a la compañía aseguradora y al FOSYGA la devolución o compensación del porcentaje pagado, correspondiente al periodo de tiempo que faltare para cumplirse el vencimiento del Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito SOAT, contado a partir de la fecha de cancelación de matrícula. 
Para el cumplimiento de lo dispuesto el presente artículo, en lo que respecta a los aportes con destino al FOSYGA por concepto del SOAT, no se realizaran reembolsos en efectivo. Los saldos a reintegrar se descontaran a favor del propietario o comprador del SOAT, de los aportes que por ley le correspondería pagar al momento en que vuelva a adquirir y/o renovar un seguro para este cubrimiento. 

Parágrafo. Las compañías Aseguradoras que se encuentren en la obligación de hacer reembolsos, podrán si el tomador así lo acepta, emitir bonos por los saldos a reintegrar, para que estos sean descontados al momento de la adquisición y/o renovación de un nuevo SOAT, por sus titulares. 

Artículo 5°. La presente ley rige a partir de su sanción y promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

2.
Decisión

Declarar la INEXEQUIBILIDAD del proyecto de ley No. 095/11 Senado y 024/10 Cámara, "por medio del cual se adoptan medidas de carácter fiscal para propietarios y poseedores de vehículos automotores hurtados”, por violación del artículo 133 de la Constitución Política.

3.
Síntesis de los fundamentos

El  proyecto de ley No. 095/11 Senado y 024/10 Cámara, "Por medio del cual se adoptan medidas de carácter fiscal para propietarios y poseedores de vehículos automotores hurtados” llegó al conocimiento de la Corte, en razón de haber sido objetado por el Gobierno Nacional por motivos de inconstitucionalidad y la insistencia del Congreso de la República en la sanción presidencial de este proyecto, controversia que corresponde resolver a este Tribunal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 167 de la Constitución.

Al revisar el trámite surtido en el Congreso de la República, de las objeciones formuladas por el Ministro de Transporte y el Viceministro Técnico de Hacienda y Crédito Público, encargado del Despacho del Ministro de Hacienda respecto del mencionado proyecto de ley, la Corporación encontró que existía un vicio de procedimiento consistente en que, en el debate en las plenarias de la Cámara de Representantes y del Senado de la República del informe sobre las objeciones gubernamentales,  se omitió el requisito de votación nominal y pública establecido en el artículo 133 de la Constitución. 

Con fundamento en el parágrafo del artículo 241 de la Carta Política, la Sala Plena procedió, mediante Auto 242 del 17 de octubre de 2012, a devolver el expediente legislativo al Congreso de la República, con el fin de que subsanara el vicio de procedimiento observado, para lo cual le otorgó plazo hasta el 16 de diciembre de 2012, fecha en la que terminaba el primer período legislativo. 

Sin embargo, el 5 de febrero de 2013, el Secretario General del Senado de la República solicitó a esta Corporación ampliar el anterior plazo, dado que no se había alcanzado a realizar el trámite a subsanar, por cuanto no se tenía la mayoría absoluta exigida en el artículo 167 de la Constitución Política. Habida consideración que el Auto 242 de 2012 fue notificado al Congreso el 7 de noviembre de 2012, momento a partir del cual las cámaras disponían de tiempo suficiente para rehacer las votaciones sobre el informe de objeciones gubernamentales, de conformidad con el artículo 133 Superior, la Corte determinó que tanto no procedía la prórroga de un plazo ya vencido, como tampoco, el establecimiento de un nuevo término. Advirtió, que la actuación que debía rehacer el Congreso no suponía el agotamiento de un trámite distinto o ajeno al giro ordinario de su actividad legislativa, ni lo solicitado implicaba una actuación compleja o la realización de nuevos debates. De acuerdo con lo previsto en la Constitución y el Reglamento del Congreso, debía anunciarse en una sesión anterior, en cuál sesión plenaria siguiente de cada cámara se votaría nuevamente, pero esta vez de forma nominal y pública, el informe sobre las objeciones gubernamentales al citado proyecto de ley. Efectuado el respectivo aviso, solo restaba realizar la correspondiente votación en la sesión señalada, la cual no se pudo cumplir oportunamente, por no haberse podido contar en ninguna de las citaciones, con el quórum necesario para efectuar la referida votación que requería mayoría absoluta. 

A juicio de la Corte, no procedía el señalamiento de un nuevo plazo para que se subsanara el vicio de trámite observado en primer término, por cuanto no está previsto ni en la Constitución ni en la ley. Además de observar que el argumento de la falta de quórum corresponde a un supuesto fáctico que carece de fundamento razonable, el Tribunal señaló que de accederse a la petición del Secretario General del Senado, nada impediría que el Secretario General solicitara un segundo o sucesivos plazos que prolongarían indefinidamente una definición sobre el respectivo proyecto de ley en contravía de la celeridad y la seguridad jurídica que exige una decisión pronta y definitiva, conforme lo impone el artículo 167 de la Constitución y lo regulado en el artículo 202 de la Ley Orgánica 5ª de 1992 (Reglamento del Congreso). 

Por la misma razón, la realización de la votación sobre el informe de objeciones gubernamentales en sesiones de la Cámara de Representantes, el 22 de Marzo de 2013 y en el Senado de la República, el 14 de mayo de 2013, evidencia el incumplimiento de lo ordenado por la Corte en Auto 242 de 2012, cuyo plazo venció el 16 de diciembre de 2012.

Habida consideración que el artículo 133 de la Constitución establece como regla general, la votación nominal y pública y que la votación sobre el informe de objeciones gubernamentales no está prevista entre las excepciones a esa regla, como también, que el procedimiento legislativo que debía surtir el Proyecto de Ley 095/11 Senado y 024/10 Cámara “por medio de la cual se adoptan medidas de carácter fiscal para propietarios o poseedores de vehículos automotores hurtados” no se agotó en los términos previstos en los artículos 167 de la Constitución y 202 del Reglamento del Congreso, la Corte concluyó que no quedaba alternativa diferente a la declarar su inexequibilidad.

4.
Salvamento de voto

El magistrado Alberto Rojas Ríos se apartó de la decisión de inexequibilidad adoptada por la mayoría, por cuanto considera que en este caso, la Corte ha debido dar aplicación al principio de instrumentalidad de las formas, según el cual las formas procesales deben interpretarse teleológicamente al servicio de un fin sustantivo. En el caso concreto, encuentra que el Congreso demostró la clara intención de darle cumplimiento estricto a la orden de la Corte de enmendar el vicio de procedimiento advertido, en la votación del informe de objeciones gubernamentales, como quiera que se citó para tal efecto a las plenarias de las cámaras, antes del vencimiento del plazo señalado por el Tribunal Constitucional. Igualmente, dado que no se pudo contar con el quórum para efectuar una votación nominal, pública y por mayoría absoluta de tal informe, se pidió a la Corte, por el Secretario General del Senado de la República con fundamento en esta circunstancia, la ampliación de dicho plazo y una vez instalado el segundo período de la legislatura se realizaron las votaciones en las plenarias de cada cámara de dicho informe, de conformidad con los artículos 133 y 167 de la Constitución. A su juicio, podía darse por cumplida la subsanación del vicio de procedimiento observado por la Corte y entrar a decidir de fondo sobre las objeciones de inconstitucionalidad planteadas por el Gobierno Nacional respecto del Proyecto de Ley 095/11 Senado y 024/10 Cámara “por medio de la cual se adoptan medidas de carácter fiscal para propietarios o poseedores de vehículos automotores hurtados”.

